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DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL SOBRE NEGOCIACIÓN 

COLECTIVA EN EL SECTOR PÚBLICO

marianella ledeSma narVaeZ*

Se presenta a continuación la transcripción autorizada por la autora de la exposición 
que, en setiembre de 2019, ofreció en el marco del conversatorio sobre negociación co-
lectiva en el sector público organizado por la Sociedad Peruana de Derecho del Trabajo 
y de la Seguridad Social y la Organización Internacional del Trabajo.**

La presente ponencia abordará 4 temas esenciales vinculadas con la jurispru-
dencia del Tribunal en materia de negociación colectiva.

1. El reconocimiento constitucional del derecho a la negociación co-
lectiva de los servidores públicos

- El derecho fundamental a la negociación colectiva está consagrado en el 
artículo 28 de la Constitución, que establece que “El Estado reconoce los 
derechos de sindicación, negociación colectiva y huelga”. Este artículo no 
hace diferencia entre trabajadores privados y públicos. Es un reconocimiento 
general a todo el sector de los trabajadores.
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San Marcos. Doctora en Derecho por la misma casa de estudios. Profesora en las siguientes univer-
sidades: Pontificia Universidad Católica del Perú, Universidad del Pacífico, Universidad de Lima, 
Universidad de Piura, Universidad Femenina del Sagrado Corazón y Universidad Nacional Mayor 
de San Marcos.

** Reseña efectuada por los editores de Laborem 22.
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- El artículo 42 de la Constitución establece que “Se reconocen los derechos de 
sindicación y huelga de los servidores públicos”. El dispositivo constitucional 
no menciona el derecho a la negociación colectiva, pero tampoco lo excluye 
expresamente. Sin embargo, cualquiera sea la lectura, debemos comprender 
que el silencio del artículo 42 no significa que los trabajadores públicos no 
titularicen este derecho, pues los artículos 28 y 42 deben ser estudiados desde 
una interpretación unitaria y sistemática de la Constitución, según la cual “la 
interpretación de la Constitución debe estar orientada a considerarla como 
un ‘todo’ armónico y sistemático” (STC Expediente 05854-2005-PA/TC, 
fundamento 12).

- Pues bien, en la STC Expediente 00003-2013-PI/TC y Acumulados, publi-
cada el 18 de setiembre de 2015, sentencia de inconstitucionalidad contra 
las Leyes de Presupuesto para el Sector Público de los años 2012 y 2013 (en 
adelante, sentencia sobre Leyes de Presupuesto), el Tribunal se ha preocupa-
do por desarrollar este asunto. Teníamos el antecedente de la STC Expedien-
te 00008-2005-PI/TC, publicada el 17 de setiembre de 2005, sentencia de 
inconstitucionalidad contra la Ley del Empleado Público, Ley 28175, donde 
el Tribunal Constitucional, examinando las limitaciones a la negociación co-
lectiva de los servidores públicos que se habían incorporado en la Ley 28175, 
simplemente había dado por concretado que este sector gozaba de tal dere-
cho, sin realizar sin embargo una problematización de este tema. A lo sumo, 
en el fundamento 52 de esta sentencia, únicamente se había advertido que, 
si los servidores públicos tenían reconocido expresamente el derecho a la sin-
dicación en el artículo 42 de la Constitución, entonces, “consecuentemente”, 
tenían derecho a la negociación colectiva, pero sin dar mayor abundamiento.

- En la actualidad, la reciente sentencia sobre Leyes de Presupuesto, emitida 
por el actual Pleno de magistrados, esgrime consideraciones importantísimas 
acerca del alcance de la negociación colectiva en la Administración Pública y 
establece que el artículo 28 de la Constitución reconoce a “todos” los traba-
jadores los derechos de sindicación, huelga y negociación colectiva, incluido 
los trabajadores públicos. Asimismo, argumenta que:

Ø	Cuando el artículo 42 de la Constitución menciona únicamente los de-
rechos de sindicación y huelga de los servidores públicos, no tiene la 
intención de privarles del derecho a la negociación colectiva, sino única-
mente enfatizar la importancia de aquellos para este sector de trabajado-
res, no eliminar.



89

Doctrina y jurisprudencia del tribunal constitucional sobre negociación colectiva...

Revista LABOREM N.º 22-2020

Ø	Es más, una interpretación del artículo 42 entendiéndolo como elimi-
nando el derecho a la negociación colectiva a los trabajadores públicos 
supondría la introducción de un trato discriminatorio, que el princi-
pio-derecho de igualdad de la Constitución no aceptaría.

Ø	Asimismo, conceptualmente, desde el punto de vista del derecho a la 
sindicalización, su mención a favor de los servidores públicos en el ar-
tículo 42 “implicaría” que también se reconoce el derecho a la nego-
ciación colectiva, porque ésta es una modalidad de representación de 
los intereses sindicales. Es más, la negociación colectiva es una de las 
principales actividades representativas de los sindicatos; y,

Ø	Desde el punto de vista del derecho a la huelga, éste es un derecho fun-
cional del derecho a la negociación colectiva. La huelga que se menciona 
en el artículo 42 también “implicaría” el reconocimiento del derecho a 
la negociación colectiva, porque la huelga se ejerce en el contexto de un 
proceso de negociación colectiva, no en forma independiente.

- En ese sentido, la mención en el artículo 42 de la Constitución de solo dos 
derechos constitucionales, los derechos de sindicalización y huelga, no exclu-
yen, de ninguna manera, a los trabajadores públicos del goce del derecho a la 
negociación colectiva, sino que, por el contrario, la implicarían tanto desde 
un examen conceptual de estos derechos fundamentales como desde la apli-
cación del principio de igualdad del artículo 2 de la Constitución.

- En consecuencia, una tesis que defienda que el artículo 28 de la Constitución 
no es aplicable a los servidores públicos del Estado y que estos trabajadores 
no son titulares del derecho a la negociación colectiva sobre la base de que 
el artículo 42 de la Constitución no lo menciona, sería una aproximación 
simplemente semántica de este artículo y sería contraria a una interpretación 
unitaria de la Constitución.

- De ahí que el Tribunal Constitucional en la STC Expediente 00025-2013-
PI/TC y Acumulados, publicada el 4 de abril de 2016, sentencia de incons-
titucionalidad contra la Ley del Servicio Civil, Ley 30057 (en adelante, 
sentencia sobre Ley del Servicio Civil), ha reforzado que, en virtud a los ar-
gumentos antes mencionados, los trabajadores públicos sí gozan del derecho 
a la negociación colectiva y que una interpretación contraria constituiría una 
“interpretación inconstitucional” (fundamento 145).
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2. La negociación colectiva en el sector público

- En primer lugar, según la reciente jurisprudencia del Tribunal Constitucio-
nal, la negociación colectiva como mecanismo para la pacificación de con-
flictos entre trabajadores y empleadores es aplicable al sector público, por lo 
que la complejidad propia del Estado, y que alcanza a toda la Administración 
Pública, no es, desde la visión del Tribunal, argumento para postergar este 
derecho fundamental únicamente al sector privado y empresarial. Por el con-
trario, atendiendo a la diferente naturaleza de los sectores público y privado 
el legislador tiene el deber de implementar la esencia de la negociación colec-
tiva con las especificaciones que sean pertinentes para cada ámbito, para no 
poner en peligro o sacrificar los intereses que ahí se encuentran en juego.

- De ahí que, dada la naturaleza de las cosas, el diseño de un sistema de nego-
ciación colectiva para cada sector no resulte arbitrario ni resulte incompatible 
con la Constitución, pues, como bien ha resaltado el Tribunal en la sentencia 
sobre Leyes de Presupuesto, no se afecta el principio de igualdad cuando 
“el legislador establezca un régimen diferenciado según el proceso de nego-
ciación colectiva” (fundamento 69) se aplique a los trabajadores del sector 
privado o al público.

- En efecto, si bien la constitución ha reconocido la negociación colectiva como 
un derecho constitucional de los servidores públicos, según los artículos 28 y 
42 de la Constitución, conforme se ha dicho; será la ley quién “perfeccione” 
el ejercicio razonable de este derecho en los sectores público o privado, tanto 
en relación a su goce como a sus limitaciones y restricciones. El legislador 
tiene ese encargo constitucional, de afinar el diseño legal para hacer efectivo 
el contenido del derecho a la negociación colectiva en cada sector, sin que ello 
suponga, por supuesto, que esté autorizado a vaciar dicho contenido.

- Recordemos que el derecho a la negociación colectiva, como así también los 
derechos a la pensión, a la seguridad social, al trabajo, y los derechos sociales 
en general, son derechos fundamentales de configuración legal, que, aunque 
su sola consagración constitucional ya le confiere exigibilidad jurídica, no 
obstante, el desarrollo legislativo asume la tarea de precisión del contenido, 
tal como son leyes que especifican los requisitos de la edad y aportaciones 
para acceder a una pensión de jubilación, en el caso del derecho fundamental 
a la pensión; o las leyes que han implementado los actuales regímenes de 
pensiones que hoy disfrutan los trabajadores (ONP u AFP), en el caso del 
derecho fundamental a la seguridad social.
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3.  Negociación colectiva y presupuesto público

- Este proceso de configuración legal del derecho a la negociación colectiva, el 
Tribunal Constitucional, en las sentencias sobre Leyes de Presupuesto y Ley 
del Servicio Civil, ha sido enfático en resaltar que se debe tomar en cuenta 
que en el sector público el ejercicio de la negociación colectiva debe ser ar-
monizada con los principios constitucionales que ordenan el presupuesto pú-
blico de la república. Ello, por la razón de que, mientras en una negociación 
colectiva en el sector privado se tiene al frente las finanzas corporativas de una 
empresa o grupo de empresas, en el sector público, por el contrario, se tiene 
al frente el “interés general de la nación” representada por la economía y las 
finanzas nacionales.

- En efecto, por lo general, los acuerdos que celebran los trabajadores públicos 
con sus empleadores en el marco de una negociación colectiva en el sector 
público tienen un impacto en la economía del Estado. Las legítimas mejoras 
en las condiciones de trabajo que contenga un pacto colectivo con la Admi-
nistración Pública, en la mayoría de las veces, altera pues en forma negativa 
en los recursos que dispone el gobierno de turno. De ahí que, las expectativas 
de los trabajadores públicos y sus organizaciones sindicales, así como las pro-
mesas que las entidades del Estado pudieran presentar deben encaminarse en 
el marco del régimen constitucional presupuestario, a efectos de no desbor-
dar las posibilidades financieras del Estado.

- Precisamente, por eso, el Tribunal ha recalcado, en la sentencia sobre Leyes 
de Presupuesto, la necesidad de que “el resultado de la negociación colectiva 
no genere un exceso de gastos que conlleven a un desbalance en el presupues-
to general de la república”. Si bien la Constitución garantiza la protección 
del trabajador y una remuneración justa y adecuada, “ello no significa que 
el Estado tenga que asumir una deuda pública desproporcionada en aras de 
atender estas necesidades legítimas de los empleados públicos” (fundamento 
67).

- El orden y la equidad en el presupuesto nacional ha sido una preocupación 
del constituyente. Así, en los artículos 77 y 78 de la Constitución han esta-
blecido los principios de equilibrio presupuestal y legalidad presupuestaria. 
Según el primero, “El presupuesto asigna equitativamente los recursos pú-
blicos, su programación y ejecución responde a los criterios de eficiencia de 
necesidades sociales básicas y de descentralización”; y según el segundo, “El 
proyecto presupuestal debe estar efectivamente equilibrado”.
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- Dichos principios constitucionales servirán de marco y límite al ejercicio del 
derecho a la negociación colectiva, pues, como bien apunta el Tribunal Cons-
titucional, en la sentencia sobre Ley del Servicio Civil, estas “limitaciones 
presupuestarias, que se derivan de la Constitución, deben ser cumplidas en 
todos los ámbitos estatales y, con mayor razón, en relación con aquellas me-
didas que signifiquen un costo económico para el Estado, como es el caso de 
algunos aspectos de las condiciones de trabajo o de empleo, que se financian 
con los recursos del contribuyente y de la Nación”. De ahí que, solo una 
interpretación de los artículos 28, 42 que sea respetuosa de los artículos 77 y 
78 que regulan el presupuesto estatal es aceptable desde una lectura unitaria 
de la Constitución.

4. Sector público y ausencia de regulación de la negociación colecti-
va

- El Tribunal ha llamado la atención acerca de la ausencia de regulación en 
materia de negociación colectiva en el sector público. En los años ochenta, 
en el Perú se implementó el régimen laboral del Decreto Legislativo 276, Ley 
de la Carrera Administrativa y Remuneraciones del Sector Público, que en su 
artículo 44, prohibía a las entidades públicas negociar directamente con sus 
empleados incrementos remunerativos. Luego, en la década de los noventa, 
se expidió el Decreto Legislativo 728, actualmente, Texto Único Ordenado 
de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, dirigido como régi-
men laboral general para el sector privado. Este régimen se extendió, después, 
a la Administración Pública y ha sido el principal soporte normativo para 
contratar trabajadores en el sector público.

- Paralelamente, las entidades públicas también contrataban personal median-
te contratos de locación de servicios o contratos de servicios no personales. 
De ahí que, en el año 2008, se emitiera el Decreto Legislativo 1057, Ley que 
Regula el Régimen Especial de Contratación Administrativa de Servicios, 
con la finalidad de sustituir estos contratos y sincerar la verdadera naturaleza 
de las labores en el Estado de este universo de trabajadores. Pero, a pesar de 
toda esta pluralidad de regímenes en la contratación estatal, no existe una 
norma que regule en forma general, ordenada y completa la negociación 
colectiva con el Estado, sea para negociar mejoras económicas (incrementos 
remunerativos) como no económicas. La nueva Ley del Servicio Civil, Ley 
30057, que apunta ser una reforma ambiciosa y que busca incorporar la me-
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ritocracia en la Administración Pública, hace referencia a este asunto, pero 
no se concentra en él y, por ello, es insuficiente y no es aplicable, además, en 
su origen, para “todos” los trabajadores públicos (Decreto Legislativo 728, 
régimen laboral CAS), sino solo para la carrera administrativa que norma.

- Existe hoy el Decreto Supremo 10-2003-TR, Texto Único Ordenado de la 
Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, que es una continuación de la re-
gulación laboral de la actividad privada en materia de derecho del trabajo 
colectivo, pero que no se adecúa a la realidad del sector público, donde, como 
se ha afirmado, los pactos colectivos tienen un impacto en el presupuesto 
nacional.

- Para el Tribunal Constitucional está ausencia de legislación ha significado 
una “omisión inconstitucional”, que entorpece el goce efectivo del derecho 
fundamental a la negociación colectiva y, por supuesto, también afecta una 
gestión disciplinada de las finanzas nacionales, dado que se celebran micro-
pactos sin un orden en toda la Administración Pública o, caso contrario, ésta 
es vencida en múltiples arbitrajes. En la sentencia sobre Leyes de Presupues-
to, se hizo hincapié en esta omisión legislativa y se indicó que “constituye 
un incumplimiento de las obligaciones internacionales a las que el Estado 
peruano se sometió con la ratificación de los Convenios de la OIT 98 y 151”.

- Por eso, el Tribunal Constitucional, en la mencionada sentencia, y reiterada 
en la sentencia sobre Ley de Servicio Civil, ha considerado a bien, en apli-
cación de los principios de división de poderes y de corrección funcional, 
exhortar al Congreso de la República subsanar esta omisión y dictar una ley 
que desarrolle el derecho a la negociación colectiva del personal del sector 
público.

5.  Directrices para la futura legislación sobre negociación colectiva

- Sin embargo, en esta última sentencia, sentencia sobre Ley del Servicio Civil, 
el Tribunal Constitucional ha visto pertinente establecer directrices que el 
desarrollo legislativo debe tomar en cuenta en relación con este derecho fun-
damental. Se ha establecido que:

Ø	El Estado debe brindar la información económica y social suficiente a 
las organizaciones sindicales para que se pueda llevar a cabo una nego-
ciación colectiva sincera y transparente. Esta información deberá conte-
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ner el marco presupuestal, que incluya los “recursos ordinarios, recursos 
directamente recaudados, la ejecución presupuestaria del ejercicio an-
terior, etc.” (fundamento 178). Asimismo, esta información debe ser 
alcanzada con antelación para que los trabajadores puedan examinarla 
con serenidad.

 El Tribunal ha establecido esta exigencia para que el dialogo entre traba-
jadores organizados y Estado sea, en lo máximo posible, en igualdad de 
condiciones y para que las organizaciones sindicales estén enteradas de 
la situación en la que su contraparte negocia.

Ø	Se debe introducir la posibilidad de intervención de una autoridad en la 
negociación colectiva, que vele por los intereses generales. Las partes del 
dialogo (entidad pública y trabajadores) deben gozar de autonomía para 
negociar; pero, teniendo en cuenta los principios constitucionales presu-
puestarios, el Tribunal a considerado a bien, que en el proceso negocial 
pueda incorporarse “alguna autoridad pública competente cuando el 
procedimiento de negociación colectiva esté referido a aspectos remu-
nerativos u otras cláusulas que puedan tener un impacto económico en 
el programa presupuestario estatal” (fundamento 179). Por supuesto, 
esta intervención no debe suprimir la autonomía colectiva de quienes 
negocian. La participación de esta autoridad solamente tiene como fi-
nalidad salvaguardar las capacidades económicas del Estado, esto es, de-
marcando cual es el espacio posible de negociación, mas no definiendo 
el contenido mismo de la negociación de los empleadores directos y sus 
trabajadores.

 Otra posibilidad, según ha dicho el Tribunal, distinta de esta autoridad 
es que se introduzca disposiciones legales que establezcan reglas de rea-
juste salarial en el sector público, de forma que sirvan de base para ne-
gociar incrementos económicos. Otra opción también es que se habilite 
la dotación de una asignación presupuestaria global y fija en cuyo marco 
las partes puedan negociar.

Ø	El legislador debe definir en la ley los niveles gubernamentales de ne-
gociación colectiva (central o sectorial o individual, etc.), así como la 
precisión de los límites en que deben enmarcarse los acuerdos colectivos 
cuando estos contengan, especialmente, incrementos de orden econó-
mico. Adicionalmente, el Tribunal ha referido que “también son admisi-
bles otros niveles de negociación existentes en el derecho comparado, al 
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que la OIT ha reconocido su admisibilidad desde el punto de vista del 
derecho internacional de los derechos humanos. Entre estos, se encuen-
tran los modelos de negociación de niveles descentralizados o, incluso, 
la configuración de modelos mixtos, es decir, que combinen niveles de 
negociación colectiva centralizada con niveles de negociación colectiva 
descentralizados” (fundamentos 180).

Ø	Se debe asegurar que los pactos colectivos sean incorporados con sufi-
ciente antelación a la elaboración del proyecto del presupuesto nacio-
nal. Por ello, estos acuerdos deben ser celebrados a tiempo para que 
sean debidamente tomados en cuenta en cada uno de los proyectos de 
presupuesto anual de las entidades públicas a las que conciernan, para 
que, a su vez, puedan ser consolidados por el Ministerio de Economía 
y Finanzas, pues, conforme manda el artículo 78 de la Constitución, el 
proyecto de ley de presupuesto está a cargo del Poder Ejecutivo y debe 
ser enviado al Congreso de la República, a más tardar, el 30 de agosto de 
cada año. En ese sentido, respetar los plazos resulta importante para que 
pueda hacerse realidad las mejoras laborales.

Ø	Sea cual fuese el modelo de negociación colectiva que el legislador dise-
ñe, en las sentencias sobre Ley del Servicio Civil como en la sentencia 
sobre Leyes de Presupuesto, el Tribunal ha sido claro en precisar que es 
necesaria que en alguna instancia el Poder Legislativo ratifique o autori-
ce los pactos colectivos celebrados. “La aprobación final del incremento 
de las remuneraciones ha de contemplar la aprobación parlamentaria”, 
porque, dado que el presupuesto nacional distribuye los recursos y ren-
tas de todos los peruanos, es menester que medie el consentimiento de 
su representación política, en virtud del principio de soberanía popular.

6.  Límites a los límites de la negociación colectiva en el sector públi-
co

- Ahora bien, como parte de estas directrices al desarrollo legislativo, el Tri-
bunal Constitucional también se ha pronunciado acerca de los límites del 
Estado para prohibir o restringir incrementos económicos y salariales en el 
sector público.

- En el año 2003, los colegios de abogados del Callao y de Arequipa interpu-
sieron, cada uno, demandas de inconstitucionalidad contra las leyes de pre-
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supuesto para el sector público para los años fiscales 2012 y 2013, alegando, 
entre otros aspectos, que algunas de sus disposiciones eran inconstitucionales 
por el fondo, toda vez que prohibían que los trabajadores públicos puedan 
discutir con sus entidades empleadoras cualquier tipo de reajuste o incre-
mento de sus remuneraciones o se aprobaran bonificaciones a través de la 
negociación colectiva, lo que consideraban una trasgresión al artículo 28 de 
la Constitución, que consagra el derecho a la negociación colectiva, así como 
a los convenios 98 y 151 de la OIT suscritos por el Estado peruano.

- El Tribunal Constitucional observó que dichas leyes de presupuesto, efecti-
vamente, habían adoptado, más allá del año que rigen, una política finan-
ciera consistente en prohibir en todos los niveles de gobierno (el gobierno 
nacional, los gobiernos regionales y los gobiernos locales) todo tipo de mejo-
ras salariales a favor de los servidores públicos, cualquiera sea su modalidad, 
periodicidad o mecanismo e, incluso, cualquiera sea su fuente de financia-
miento. Esta prohibición se mantenía en forma invariable desde las leyes de 
presupuesto del año 2008 y se reiteraba año a año hasta el 2015, año en que 
se expidió la sentencia de inconstitucionalidad sobre Leyes de Presupuesto.

- El Tribunal declaró inconstitucionales las disposiciones legales de estas leyes 
de presupuesto de los años 2012 y 2013, así como aquellas disposiciones 
contenidas en las leyes de presupuesto posteriores, concretamente, las co-
rrespondientes a los años 2014 y 2015, por razón de identidad. El Tribunal 
afirmó que habían prohibido todo tipo de mejora económica por un tiempo 
irrazonable y ello violaba los artículos 28 y 42 de la Constitución, que reco-
nocen el derecho fundamental a la negociación colectiva de los servidores 
públicos.

- Pero, en paralelo a lo anterior, esta sentencia estableció criterios importantes 
para poder restringir la negociación colectiva en el sector público, que, en po-
cas palabras, establecen que las medidas limitativas deben ser proporcionales 
y razonables, tanto en el modo como en su duración.

- El Tribunal dejó dicho que:

Ø	La limitación del derecho a la negociación colectiva debe obedecer a 
causas objetivas, que sean consecuencia de una situación de urgencia. En 
ese sentido, es pasible que este derecho colectivo sea restringido en ma-
teria de salarios cuando el Estado atraviese una coyuntura de crisis eco-
nómica y financiera y el gobierno establezca un periodo de austeridad. 
En estos casos se justifica una intervención en el derecho fundamental, 
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que no acarreará su incompatibilidad con la Constitución, dado que se 
trata de atender una necesidad del país y se trata, de alguna forma, de 
equilibrar los costos de la crisis entre los trabajadores y los empleadores.

Ø	Las restricciones que se establezcan deben ser transitorias. Si bien, como 
se ha dicho, estas restricciones surgen de una situación de urgencia, no 
obstante, éstas siempre deben ser consideradas como una política tem-
poral. El periodo de restricción debe ser razonable. No se aceptarán pla-
zos indefinidos o plazos prolongados, como lo que sucedió en las leyes 
de presupuesto de los años 2012 y 2013, cuya prohibición a la negocia-
ción en materia salarial se remontaba al año 2008 y había permanecido 
constante hasta el año 2015, es decir, siete años seguidos de limitación 
legal.

 Por tal razón, el Tribunal Constitucional estimó que las restricciones o 
prohibiciones a la negociación colectiva de los trabajadores del sector 
público no pueden exceder de la vigencia anual que corresponden a las 
leyes de presupuesto; y, si se extienden, éstas no deberían superar el plazo 
de tres años, conforme ha recomendado el Comité de Libertad Sindical 
de la OIT.

Ø	La limitación temporal de la negociación colectiva no debe ampliarse a 
“todas” las materias susceptibles de negociación, sino que debe ajustarse 
a lo estrictamente necesario. Por ello, las restricciones no deben alcanzar, 
en principio, a los asuntos que no sean de índole económica, pues éstas 
deben mantenerse disponibles al dialogo.

Ø	Las restricciones que se introduzcan no deben poner en peligro el goce 
del mínimo vital de los servidores públicos. Las restricciones que impli-
quen que los salarios se tengan por debajo de este umbral se afectará la 
dignidad del trabajador.

Conclusiones

1. La reciente jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha optimizado el de-
recho fundamental a la negociación colectiva, partiendo, en primer lugar, 
por exigir que el legislador cumpla con su obligación de brindar un diseño 
legal general y completo, que haga posible que la negociación colectiva como 
derecho sea realmente efectiva en el sector público, pues los trabajadores ne-
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cesitan que sus expectativas de reajuste salarial y de mejora de su situación 
como empleado del Estado sean cumplidas.

2. Asimismo, lo desarrollado por el Tribunal también delimita, desde ya, que 
cualquier diseño legal que se estructure en el futuro deba ser respetuoso de las 
cláusulas constitucionales que norman el presupuesto de la república, pues 
los recursos y rentas de la nación, así como su distribución equitativa y la 
gestión disciplinada de las finanzas nacionales también poseen protección 
constitucional. Por eso, el legislador tiene la tarea de ponderar sabiamente los 
derechos de los trabajadores y el interés general de la nación.

3. Todo esto y la legislación pendiente, promoverá una mayor sindicalización 
en el sector público. Según un informe del año 2017 de Servir (Autoridad 
Nacional del Servicio Civil), que analizó el ejercicio de la sindicalización y 
la negociación colectiva en el país, dio como cifra que en el sector público, 
al año 2016, solamente el 16% de servidores públicos se encontraba afiliada 
a un sindicato, cifra que representaba, su vez, el triple de la sindicalización 
en el sector privado, que fluctuaba en 5%; cifra bajísimas que dicen mucho 
de la realidad de nuestros trabajadores y que ahora, con la jurisprudencia ya 
dictada y con la legislación por expedir, se espera empiece a cambiar y puedan 
tener mejores condiciones legales para organizarse y puedan defender con 
mejores herramientas sus derechos.

Setiembre de 2019


